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En el Informe Jurídico se analiza un Procedimiento Administrativo Sancionador de Protección al 
Consumidor. La denuncia fue interpuesta por la señora L.R.Y.Q. (en adelante, la denunciante) 
contra el BCP (en adelante, el Banco) ante la Comisión de Protección al Consumidor de Indecopi 
– Sede Lima Sur N° 1, por presunta infracción a la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa 
del Consumidor. La denunciante manifiesta que el Banco cometió las siguientes infracciones: (i) 
debito indebido de importes con cargo a la cuenta de ahorros de su titularidad, respecto de una 
deuda con cargo a la Tarjeta de Crédito de titularidad de un tercero, en virtud de una carta fianza 
que no suscribió; (ii) le atribuyó indebidamente la condición de fiadora solidaria respecto de la 
deuda generada en la Tarjeta de Crédito de titularidad de un tercero; (iii) le informó 
contradictoriamente a la denunciante a cerca del nombre o razón social del titular de la Tarjeta de 
Crédito y la fecha de la presunta carta fianza solidaria que habría suscrito; (iv) no le entregó una 
copia del contrato de fianza solidaria, pese a ser solicitado previamente en diversas 
oportunidades; (v) no atendió a los reclamos interpuestos el 25 de julio, 10 y 27 de agosto de 
2019. El expediente analizado contiene las siguientes materias: concepto de deber de idoneidad, 
concepto de consumidor financiero, deber de información, interés para obrar, allanamiento, 
concepto de fianza, entre otros; para lo cual se llevó a cabo la revisión de normas, doctrinas y 
jurisprudencia en materia de Derecho del Consumidor, Derecho Procesal Civil y Derecho 
Administrativo. La Comisión de Protección al Consumidor N° 1 del Indecopi mediante Resolución 
Final N° 0704-2020/CC1 de fecha 10 de junio de 2020 declaró infundada e improcedente en los 
siguientes extremos: infundada respecto de la infracción al artículo 18° y 19° de la Ley N° 29571, 
en tanto debitó correctamente los importes de S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 de la Cuenta de Ahorros 
de titularidad de la denunciante, por la deuda generada con la Tarjeta de Crédito de titularidad del 
C.D.P.D.E.R. S.A. (en adelante, el Centro), en virtud a su condición de fiador solidario; 
improcedente respecto del literal b) del numeral 1.1 del artículo 1°, numeral 2.1 y 2.2 del artículo 2° 
del Código, por falta de interés para obrar al considerar que el Banco se encontraba dentro del 
plazo para atender el requerimiento de información referido al contrato de fianza solidaria 
solicitado por la denunciante; improcedente respecto del numeral 88.1 del artículo 88° del Código, 
por falta de interés para obrar ya que el Banco se encontraba dentro del plazo para brindar 
respuesta a los reclamos interpuestos el 10 y 27 de agosto de 2019; infundada respecto de los 
artículos 18° y 19° del Código, debido que el Banco no brindó información contradictoria a la 
denunciante respecto al nombre o razón social del titular de la Tarjeta de Crédito; e infundada 
respecto del numeral 88.1 del artículo 88° del Código, en tanto no quedó acreditado que la 
denunciante interpuso un reclamo el 25 de julio de 2019 ante la entidad bancaria. La Sala 
Especializada en Protección al Consumidor del INDECOPI, ante el recurso de apelación 
presentado por la denunciante mediante Resolución 2451-2020/SPC- INDECOPI del 22 de 
diciembre de 2020 resolvió declarar la nulidad parcial de la resolución de la Comisión respecto a 
la tipificación de la infracción de los artículos 18° y 19° del Código, referida a que el Banco habría 
debitado indebidamente importes con cargo a la Cuenta de Ahorros de la denunciante, respecto 
de una deuda generada en la Tarjeta de Crédito de un tercero, correspondiendo analizar como 
una presunta infracción del literal b), numeral 56.1 del artículo 56° del Código, en vía de 
integración la declara infundada, al quedar acreditado que la denunciante se constituyó como 
fiadora del Centro; se confirma la resolución respecto que se declaró improcedente por falta de 
interés para obrar por presunta infracción a los literal b) de los numerales 1.1 del artículo 1°, los 
numerales 2.1, 2.2 del artículo 2° y el artículo 88° del Código, respecto de la atención de los 
requerimiento de información de entrega del contrato de fianza solidaria solicitado por la 
denunciante, la respuesta brindada al reclamo del 27 de agosto de 2019, ya que el Banco a la fecha 
de interposición de la denuncia se encontraba dentro del plazo legal y razonable para atender 
dichas comunicaciones; se confirma respecto del artículo 88° del Código, en tanto se acredita que 
el Banco cumplió con atender el reclamo formulado por la denunciante el 25 de julio de 2019, 
reiterado el 10 de agosto de 2019; y se revoca la resolución respecto del literal b) del numeral 1.1 
del artículo 1°, de los numerales 2.1, 2.2 del artículo 2°, de los artículos 18°y 19° del Código, 
declarando infundada la denuncia respecto de la atención del requerimiento de información del 25 
de julio de 2019, fundada respecto a que el Banco habría brindado información contradictoria a la 
denunciante respecto de la titularidad de la Tarjeta de Crédito. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO O PROCEDIMIENTO  

 

DENUNCIA 

La denuncia tuvo lugar bajo la vigencia de la Ley 29571, Código de Protección y Defensa 

del Consumidor (en adelante, el Código), norma que en su literal b), numeral 1.1 del 

artículo 1°, numeral 2.1 y 2.2 del artículo 2° versa sobre el deber de información, y las 

obligaciones de los proveedores señalados en los artículos 18° y 19° respecto del deber 

de idoneidad, el literal b), numeral 56.1 del artículo 56° el cual versa sobre los métodos 

comerciales coercitivos y el numeral 88.1 del artículo 88.1° el cual versa sobre reclamos 

de productos o servicios financieros y de seguros. En dicha denuncia se señaló que: i) el 

BCP (en adelante, el Banco) habría debitado indebidamente importes con cargo a la 

cuenta de ahorros de titularidad de la señora L.R.Y.Q. (en adelante, la denunciante), 

respecto de una deuda con cargo a la tarjeta de crédito (en adelante, Tarjeta de Crédito 

o TARJETA SOLUCIÓN NEGOCIOS) de titularidad del C.D.P.D.E.R. S.A., (en adelante, 

El Centro), en virtud de una carta fianza que no suscribió, ii) el Banco habría atribuido 

indebidamente a la denunciante la condición de fiadora solidaria respecto de la deuda 

generada en la tarjeta de crédito de titularidad de un tercero, iii) el Banco habría informado 

contradictoriamente a la denunciante a cerca del nombre o razón social del titular de la 

Tarjeta de Crédito y la fecha de la presunta carta fianza solidaria que la denunciante 

habría suscrito, dado que habría señalado que la  Tarjeta de Crédito correspondía a la 

señora R.M.S. (en adelante, la señora M.), iv) el Banco no habría cumplido con hacerle 

entrega de una copia del contrato de fianza solidaria que justificaría los cuestionados 

débitos con cargo a su cuenta de ahorros, pese a que la denunciante solicitó en diversas 

oportunidades la entrega del mismo; y, v) el Banco no habría atendido a los reclamos 

interpuestos por la denunciante el 25 de julio, 10 y 27 de agosto de 2019, siendo que no 

se habría amparado su pedido de devolución de los importes debitados indebidamente 

de su cuenta de ahorros.  

 

De esta forma se tiene que, el 3 de setiembre de 2019, la denunciante interpuso su 

denuncia ante la Comisión de Protección al Consumidor N° 1 (en adelante, la Comisión) 

del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Propiedad Intelectual (en adelante, 

Indecopi), contra el Banco por supuestas infracciones al Código; siendo ello así mediante 

Resolución N° 1 del 30 de septiembre de 2019, la Secretaría Técnica de la Comisión 

resolvió admitir a trámite la denuncia.  

 

La Comisión resolvió tener por ofrecidos los medios probatorios adjuntos al escrito de 
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denuncia, y además requirió al Banco que cumpla –entre otros– con:  

• Presentar una copia legible y completa de los contratos y/o los documentos suscritos 

a nombre de la denunciante, incluyendo la carta fianza materia de cuestionamiento 

en la presente denuncia.  

• Acreditar la validez de las operaciones materia de denuncia. 

• Presentar los medios probatorios donde conste la deuda de la Tarjeta de Crédito que 

ocasionó el presunto debito indebido de la Cuenta de Ahorros de titularidad de la 

denunciante.  

 

PRESENTACIÓN DE DESCARGOS  

Con fecha 16 de octubre y 05 de noviembre de 2019, el Banco presentó sus descargos, 

solicitando a la Comisión que la denuncia sea declarada infundada. Adicionalmente, 

mediante la presentación de sus descargos el Banco formuló allanamiento respecto de la 

imputación señalada en la Resolución N° 1, referida a la fecha de suscripción de la fianza 

solidaria.  

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR N°1 

Posteriormente, la Comisión, mediante Resolución Final N° 0704-2020/CC1 del 10 de 

junio de 2020 (en adelante, la Resolución), resolvió: 

• Declarar improcedente la denuncia, por falta de interés para obrar, por presunta 

infracción del literal b) del numeral 1.1 del artículo 1°, numeral 2°.1 y 2°.2 del artículo 

2° del Código, al haber quedado acreditado que el Banco se encontraba dentro del 

plazo para atender el requerimiento de información referido al contrato de fianza 

solidaria solicitado por la denunciante.  

• Declarar improcedente la denuncia, por falta de interés para obrar, por presunta 

infracción del numeral 88.1 del artículo 88° del Código, al haber quedado acreditado 

que el Banco se encontraba dentro del plazo para brindar respuesta a los reclamos 

realizados el 10 y 27 de agosto de 2019. 

• Declarar infundada la denuncia, por presunta infracción de los artículos 18° y 19° del 

Código, al haber quedado acreditado que el Banco debitó correctamente los importes 

ascendentes a S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 de la Cuenta de Ahorros de titularidad de la 

denunciante, por la deuda generada con la Tarjeta de Crédito de titularidad de un 

tercero, en virtud de su condición de fiador solidario.  

• Declarar infundada la denuncia, por presunta infracción del numeral 88.1 del artículo 

88° del Código, al haber quedado acreditado que el Banco no brindó información 

contradictoria a la denunciante respecto al nombre o razón social del titular de la 
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Tarjeta de Crédito. 

• Declarar infundada la denuncia, por presunta infracción del numeral 88.1 del artículo 

88 del Código, al no haber quedado acreditado que la denunciante interpuso un 

reclamo el 25 de julio de 2019 ante el Banco.  

• Declarar fundada la denuncia, por presunta infracción de los artículos 18° y 19° del 

Código, en la medida que el Banco se allanó al extremo referido a que habría 

brindado información contradictoria a la denunciante respecto a la fecha de la carta 

fianza solidaria.  

• Sancionar al Banco con una amonestación, en el extremo referido a que brindó 

información contradictoria respecto a la fecha de la carta fianza solidaria suscrita por 

la denunciante. 

 

La decisión de la Comisión se fundamentó en lo siguiente:  

Respecto de las imputaciones i) y ii) contenidas en la Resolución N°1 se advierte que 

estas se encuentran estrechamente vinculadas, pues se relacionan con el presunto débito 

indebido de los importes ascendentes a S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 en la cuenta de ahorros 

de la denunciante, por la deuda de un tercero, en virtud de su condición fiadora solidaria; 

a consecuencia de ello, corresponde integrar ambas imputaciones y efectuar un único 

análisis, resultando así la imputación:  

 

“Presunta infracción de los artículos 18° y 19° de la Ley N° 29571, Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, en tanto BCP habría debitado 

indebidamente los importes de S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 con cargo a la Cuenta 

de Ahorros de titularidad de la denunciante, respecto de una deuda con cargo a la 

Tarjeta de Crédito de titularidad de un tercero en virtud de una carta fianza que no 

suscribió”.  

 

a) Sobre la entrega del contrato de fianza solidaria 

La Comisión considera que al momento de la interposición de la denuncia de fecha 3 de 

setiembre de 2019, el Banco se encontraba dentro del plazo de 30 días calendario para 

brindar una respuesta al requerimiento de información de la denunciante, teniendo como 

fecha límite el 26 de setiembre de 2019, por lo que la denunciante carecía de interés para 

obrar respecto al extremo de la denuncia referida a la presunta falta de entrega del 

contrato de fianza solidaria.  

 

b) Sobre la atención de los reclamos interpuestos el 10 y 27 de agosto de 2019  

La Comisión considera que, a al momento de la interposición de la denuncia de fecha 05 
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de septiembre de 2019, el Banco se encontraba dentro del plazo para brindar respuesta 

a los reclamos interpuestos por la denunciante el 10 y 27 de agosto de 2019, dado que, 

los plazos vencían el 09 y 26 de setiembre de 2019, por tal motivo, la denunciante carecía 

de interés para obrar respecto a la presunta falta de atención de los reclamos interpuestos 

el 10 y 27 de agosto de 2019. 

 

c) Sobre la fecha de suscripción de la fianza solidaria 

La Comisión considera que, el Banco tras haber presentado sus descargos mediante el 

cual formula el allanamiento a la denuncia respecto de la presente imputación, aceptó 

haber realizado dicha infracción, correspondiendo así no realizar ningún análisis.  

  

d) Sobre la presunta infracción al deber de idoneidad 

(i) Sobre el cobro de los importes ascendentes a S/ 4 588, 20 y S/ 5 407,13 con cargo 

a la cuenta de ahorros de la denunciante  

La Comisión considera que, de la revisión del contrato de fianza solidaria y de las hojas 

de reclamación N°C00829714 y N°C00840791 del 10 y 14 de agosto de 2019, la 

denunciante mantenía la condición de fiadora solidaria respecto de las deudas 

impagas del Centro frente al Banco. Recalcando que, mediante el mencionado 

contrato la denunciante brindó su autorización para que el Banco cobre dichos 

importes de cualquier cuenta que mantenía con el mismo, a la vez, la denunciante 

cuestionó que, no se le comunicó la morosidad del Centro, a diferencia de 

oportunidades anteriores. En consecuencia, los débitos ascendentes a S/ 4 588,20 y 

S/ 5 407,13 fueron correctamente efectuados de la cuenta de ahorros de la 

denunciante.  

 

(ii) Sobre la atención de reclamos 

La Comisión considera que, no obra medio probatorio que permita acreditar que la 

denunciante interpuso un reclamo ante el Banco el 25 de julio de 2019, el cual hubiese 

generado la obligación de ser atendida dentro del plazo de los 30 días calendario 

correspondiente, a consecuencia de ello, no ha quedado acreditado que la 

denunciante interpuso un reclamo el 25 de julio de 2019, ante el Banco.  

 

Posteriormente, mediante escrito del 15 de julio de 2020 la denunciante presentó su 

recurso de apelación al no encontrarse conforme con la Resolución emitida por la 

Comisión, siendo concedido mediante Resolución N° 5 del 24 de setiembre de 2020. 
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RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA SALA ESPECIALIZADA EN PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR  

El mencionado recurso fue resuelto mediante Resolución N° 2451-2020/SPC-INDECOPI 

emitida por la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala), 

declarándose la nulidad parcial de la Resolución 0704-2020/CC1, en el extremo referido 

a la contravención a los artículos 18° y 19° del Código; derivado de la imputación 

integrada referida a que el Banco habría debitado indebidamente los importes de S/ 4 

588,20 y S/ 5 407,13 con cargo a la Cuenta de Ahorros de titularidad de la denunciante, 

respecto de una deuda generada en la Tarjeta de Crédito de titularidad del Centro, en 

virtud de una carta fianza que no había suscrito; en tanto correspondía imputar y analizar 

tal hecho como una presunta infracción del literal b), numeral 56.1 del artículo 56° del 

Código. Ello considerando que el débito de los importes antes mencionados era una 

consecuencia de la condición de fiadora que se habría atribuido indebidamente a la 

denunciante. En ese sentido, la Sala en vía de integración declaró infundada la denuncia 

interpuesta contra el Banco, por presunta infracción del literal b) del numeral 56.1 del 

artículo 56°, al haber quedado acreditado que la denunciante se constituyó como fiadora 

del Centro, por lo que el débito de los importes de S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 con cargo a 

su cuenta de ahorros resultaba correcto, puesto que la finalidad de dicha compensación 

era cancelar la obligación impaga de la mencionada empresa.  

 

Asimismo, la Sala confirma la Resolución en los extremos que declaró improcedente, por 

falta de interés para obrar, la denuncia interpuesta contra el Banco por presunta infracción 

del literal b) de los numerales 1.1 del artículo 1°, los numerales 2.1,  2.2 del artículo 2° y 

el artículo 88° del Código, respecto de: i) la atención de los requerimientos de información 

solicitando la entrega del contrato de fianza solidaria; y, ii) la respuesta brindada al 

reclamo del 27 de agosto de 2019,  dado que, a la fecha de presentación de la denuncia 

el Banco se encontraba dentro del plazo razonable y legal para atender dichas 

comunicaciones.  

 

Adicionalmente, la Sala confirma la Resolución modificando fundamentos fácticos, en el 

extremo que, declaró infundada la denuncia interpuesta contra el Banco por presunta 

infracción del artículo 88° del Código, en tanto quedó acreditado que el mismo cumplió 

con atender el reclamo formulado por la denunciante el 25 de julio de 2019, reiterado el 

10 de agosto de 2019. 

 

Por otro lado, la Sala revocó la Resolución que declaró improcedente e infundada la 

denuncia interpuesta contra el Banco por presunta infracción del literal b) del numeral 1.1 
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del artículo 1°, de los numerales 2.1,  2.2 del artículo 2°, de los artículos 18°y 19° del 

Código, y en consecuencia, se declaró: i) Infundada, respecto de la atención del 

requerimiento de la información del 25 de julio de 2019, relacionado a la entrega del 

contrato de fianza solidaria solicitado por la denunciante, en tanto no quedó acreditado el 

pedido efectuado en dicha comunicación, y ii) fundada, con relación a la información 

contradictoria brindada a la denunciante respecto de la titularidad de la Tarjeta de Crédito, 

al haber quedado acreditado que el Banco comunicó a la denunciante que la mencionada 

tarjeta correspondía a la señora M. 

 

Finalmente, la Sala sancionó al Banco por infracción de los artículos 18° y 19° del Código 

con una multa de 1 Unidad Impositiva Tributaria (UIT), por comunicar a la denunciante 

que la Tarjeta de Crédito correspondía a la señora M. Añadiendo que, denegó la medida 

correctiva solicitada, en tanto no se encuentra relacionada a la infracción detectada en el 

presente caso.  

 

Los fundamentos de dicha Resolución fueron los siguientes: 

i) Respecto de la tipificación de la conducta relacionada a la presunta condición de 

fiadora de la denunciante  

El tipo jurídico de idoneidad atañe el espectro de responsabilidad de los 

proveedores, bajo la interpretación de las garantías implícitas, explícitas y legales 

contempladas dentro de una relación de consumo, por lo que, dentro de este marco 

jurídico tenemos por ejemplo el derecho de todo consumidor a adquirir un producto 

que responda para los fines para los que fue adquirido o que cumpla con las 

condiciones en las que fue ofrecido, a la vez el consumidor tiene el derecho a que 

no se le obligue a asumir prestaciones que no ha pactado o a efectuar pagos por 

productos o servicios que no han sido requeridos previamente, según el artículo 56° 

del Código. A consecuencia de ello, el hecho materia de controversia no debió ser 

imputado ni analizado como una presunta infracción al deber de idoneidad sino al 

amparo del literal b), numeral 56.1 del artículo 56° del Código, es así como 

corresponde declarar la nulidad parcial de la resolución recurrida, en los extremos 

que imputó y declaró infundada la denuncia interpuesta contra el Banco, respecto 

a lo mencionado precedentemente.  

ii) Respecto de la presunta infracción del literal b), numeral 56.1 del artículo 56° del 

Código  

La denunciante ha señalado que fue fiadora de los gerentes y al quedar estos sin 

poder de representación en el año 2012, la fianza suscrita quedaba sin efecto, lo 

cierto es que ello no se desprende del documento de fianza suscrito por la propia 
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denunciante, el mismo que da cuenta que la garantía se extendió a favor del Centro 

y no de los gerentes, siendo además que no obra en el expediente algún medio 

probatorio que evidencie que la denunciante fuese sustituida por otro fiador frente 

a las obligaciones contraídas por el Centro, asimismo, la TARJETA SOLUCIÓN 

NEGOCIOS era un producto financiero activo que se encontraba vigente hasta 

enero del año 2020, independientemente de la administración que mantuviera el 

Centro, por lo que al generarse una deuda con dicho producto, resultaba válido que 

se debitaran los importes materia de controversia de la cuenta de ahorros de 

titularidad de la denunciante – en mayo y julio del 2019 – a razón de lo pactado en 

los documentos de fianza, mediante los cuales la denunciante garantizaba todas 

las deudas que el Centro tuviera vigente, obligaciones que le correspondía asumir 

en su calidad de fiadora solidaria, y que a la fecha de la compensación efectuada 

se encontraban vigentes, a consecuencia de ello, la Sala declaró infundada la 

denuncia formulada por la denunciante contra el Banco, al haber quedado 

acreditado que la denunciante se constituyó como fiadora del Centro, por lo que el 

débito de los importes materia de denuncia con cargo a su cuenta de ahorros 

resultaba correcto, puesto que la finalidad de dicha compensación era cancelar la 

obligación impaga de la mencionada empresa. 

 

iii) Sobre el interés para obrar 

El interés para obrar es la necesidad de acudir al órgano jurisdiccional como único 

medio capaz de procesar y posteriormente declarar una decisión respecto del 

conflicto que están viviendo, en ese orden de ideas, permite al juez determinar la 

procedencia de una demanda.  

a) Sobre el pedido del 25 de julio de 2019 

Contrariamente a lo sostenido por la denunciante, no se observa que, en el  

reclamo formulado el 25 de julio de 2019 y registrado el 26 de julio de 2019, la 

denunciante hubiera solicitado al Banco la entrega del contrato fianza que 

suscribió a favor del Centro, por lo que el hecho denunciado no se encuentra 

acreditado, a consecuencia de ello, la Sala revocó en parte la resolución venida 

en grado, en el presente extremo, declarando infundada la denuncia interpuesta 

contra el Banco, debido que no quedo acreditado que la denunciante el día 25 

de julio de 2019, solicitó una copia del contrato fianza suscrito a favor del Centro.  

 

b) De los pedidos efectuados el 10 y 27 de agosto de 2019 

Considerando que el pedido efectuado por la denunciante se realizó recién el 

10 de agosto de 2019, reiterado el 27 de agosto de 2019, y la denuncia 
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interpuesta por la presunta falta de atención de dichas comunicaciones se 

interpuso el 3 de setiembre de 2019; es decir, a menos de treinta días de poner 

en conocimiento la solicitud de gestión al proveedor, el plazo en el que la 

consumidora esperaba una respuesta no resultaba razonable, en tanto esto 

implicaba que la entidad financiera denunciada realizara determinadas 

acciones, siendo que dichas comunicaciones pudieron ser atendidas hasta el 

10 de setiembre de 2019, ello considerando que la comunicación del 27 de 

agosto resultaba ser únicamente un pedido reiterativo del efectuado el 10 de 

agosto de 2019, a consecuencia de ello, corresponde confirmar en parte, la 

resolución venida en grado que declaró improcedente, por falta de interés para 

obrar, la denuncia en el presente extremo, en tanto se encuentra acreditado 

que, a la fecha de interposición de la denuncia 3 de setiembre de 2019, el Banco 

se encontraba dentro del plazo razonable de 30 días para atender el pedido 

formulado por la denunciante el 10 de agosto de 2019.  

 

c) Del reclamo formulado el 27 de agosto de 2019 

Según la Circular N° G-184-2015, modificada por las Resoluciones SBS 652-

2016 y 3966-2018 norma que regula el servicio de atención a los usuarios de 

empresas supervisadas por la Superintendencia de Banca, Seguros y 

Administradoras de AFP (en adelante, SBS), establece que los reclamos 

deberán ser absueltos en un plazo no mayor de 30 días de haber sido 

presentados. 

Considerando que el reclamo fue formulado el 27 de agosto de 2019, la Sala 

resuelve confirmar la resolución venida en grado en el extremo que declaró 

improcedente por falta de interés para obrar de la denunciante, amparándose 

en que el reclamo materia de controversia fue presentado el 27 de agosto de 

2019 y la denuncia interpuesta el 3 de septiembre de 2019; es decir, el Banco 

se encontraba dentro del plazo de 30 días hábiles para brindar respuesta al 

reclamo presentado.  

 

iv) Sobre la presunta infracción del artículo 88° del Código 

La Comisión declaró infundada la denuncia sobre la presunta infracción al numeral 

88.1 del artículo 88.1°del Código, al considerar que no se había acreditado que la 

denunciante formuló el reclamo el 25 de julio de 2019. De la revisión de los medios 

probatorios la Sala verifica que obra en autos correo electrónico del 9 de agosto de 

2019 en el cual se da respuesta al reclamo formulado por la denunciante el 25 de 

julio de 2019 respecto del presunto débito efectuado por el Banco, asimismo, se 
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corrobora que el reclamo del 10 de agosto de 2019 resultaba ser un reiterativo del 

interpuesto el 25 de julio del referido año, puesto que se volvía a reclamar el 

presunto débito indebido. En ese sentido, la Sala confirmó, modificando 

fundamentos fácticos, la resolución de la Comisión en el extremo que declaró 

infundada la denuncia por presunta infracción del artículo 88° del Código, en tanto 

se acreditó que el Banco atendió el reclamo del 25 de julio de 2019, reiterado el 10 

de agosto de 2019.   

 

v) Sobre el deber de idoneidad 

La Sala considera que a nivel indiciario, se encuentra acreditado que el reporte del 

12 de agosto de 2019, donde se observa el nombre de la señora M. asociado a la 

TARJETA DE SOLUCIÓN NEGOCIOS fue emitido y entregado a la denunciante 

por personal del Banco, siendo que no obra en autos medio probatorio alguno a 

través del cual se informara a la denunciante que dicho nombre aparecía porque la 

mencionada señora ostentaba la condición de gerente de la empresa, tal como lo 

sostuvo el denunciado a lo largo del procedimiento, siendo que, en efecto resultó 

ser contradictoria la información trasladada en las respuestas brindadas a la 

denunciante en sus diversas reclamaciones presentadas, a consecuencia de ello, 

la Sala revocó la resolución emitida por la Comisión que declaró infundada la 

denuncia en el presente extremo; y por ende, declaró fundada la misma, al haber 

quedado acreditado que el Banco brindó información contradictoria a la denunciante 

respecto de la Tarjeta de Crédito. 

 
II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE  

 

• CUESTIONES MATERIALES: 

1. ¿El denunciado infringió el deber de idoneidad? 

 

Identificación: 

En el presente caso, la denunciante manifiesta que el Banco habría brindado 

información contradictoria respecto a la titularidad de la Tarjeta de Crédito. 

 

Análisis: 

Para efectos de determinar la idoneidad de un producto o un servicio se debe 

establecer si la denunciante califica para la normativa vigente como un 

consumidor financiero, así al respecto:  
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La Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de Defensa de 

la Competencia y de la Propiedad Intelectual, mediante Resolución N. ° 2377-

2016/SPC-INDECOPI (2016), señala que:  

“El Código establece expresamente que son consumidores o usuarios todas 

las personas naturales o jurídicas que adquieren, utilizan o disfrutan como 

destinatarios finales los productos o servicios ofrecidos en el mercado, 

siempre y cuando actúen en un ámbito ajeno a una actividad empresarial o 

profesional. Y, por otro lado, señala que son consumidores los 

microempresarios que evidencien una situación de asimetría informativa con 

el proveedor respecto de aquellos productos o servicios que no formen parte 

del giro del negocio”.   

 
Por otro lado, no se tiene un concepto específico respecto de consumidor 
financiero, sin embargo, a nivel doctrinario, MARÍN GALEANO (2013), nos 
señala que:  
 

“Los consumidores son personas que realizan la actividad de comprar o 

utilizar ciertos servicios que son prestados por un tercero, llámese persona 

natural o empresa, que les proporciona un producto o servicio; 

específicamente, el consumidor financiero, requiere servicios vinculados con 

asuntos bancarios, bursátiles o negocios mercantiles.” (Pág. 461) 

 
Ahora bien, considero que los consumidores del sistema financiero son aquellos 

que adquieren productos y servicios de entidades de intermediación financiera 

indirecta tales como: bancos, empresas financieras, cajas municipales de ahorro 

y crédito, cajas rurales de ahorro y crédito y las entidades de desarrollo y 

progreso para la pequeña empresa y microempresa.   

 
Por las consideraciones expuestas, puedo concluir que “consumidor financiero” 

es aquella persona natural o jurídica que contrata servicios financieros con una 

entidad de intermediación financiera supervisada por la SBS.  

 

En el presente caso, sí nos encontramos ante un consumidor financiero, debido 

a que obra en el expediente el contrato de fianza solidaria y la fianza solidaria 

del pagaré a la vista N°BNN04352914-A suscritos por la denunciante como fiador 

solidario del Centro en favor del Banco. 

 

Ahora bien, sabiendo que la denunciante ostenta la calidad de consumidor, el 
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Código le otorga en su literal b), numeral 1.1 del artículo 1°, el derecho a acceder 

a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente accesible, relevante para 

tomar una decisión o realizar una elección de consumo que se ajuste a sus 

intereses, así como para efectuar un uso o consumo adecuado de los productos 

o servicios. 

 

En ese orden de ideas, el artículo 18° del Código define la idoneidad como la 

correspondencia entre lo que un consumidor espera y lo que efectivamente 

recibe, en función a lo que se le hubiera ofrecido, la publicidad e información 

transmitida, las condiciones y circunstancias de la transacción, las 

características y naturaleza del producto o servicio, el precio, entre otros 

factores, atendiendo a las circunstancias del caso, a la vez, el artículo 19° del 

Código señala que el proveedor responde por la idoneidad y calidad de los 

productos y servicios ofrecidos.  

 

Así respecto del concepto de idoneidad VILELA (2008) nos señala lo siguiente:  

“El concepto de idoneidad en la contratación de servicios establece que esta 

debe evaluarse en función de la expectativa generada en los consumidores 

tomando en cuenta los fines y usos para los que normalmente se contraten 

los servicios en el mercado y la información que el proveedor del servicio haya 

puesto al alcance del consumidor. En tal sentido las entidades del sistema 

financiero se encuentran en la obligación de brindar sus servicios de manera 

idónea y de brindar información clara y precisa respecto a los servicios que 

brinda, de tal manera que satisfaga el requerimiento efectuado, (…)” (Pág. 

517) 

  

Adicionalmente, por su parte NORTHCOTE (2013), señala que:  

“Debe quedar claro que la idoneidad no implica que los proveedores deban 

entregar al consumidor todo lo que estos esperan del producto o servicio con 

independencia de los términos ofrecidos y contratados, sino que los límites de 

la obligación del proveedor se ajustan precisamente a lo ofrecido, negociado 

y contratado” (Págs. X-1 a X-4) 

 
Asimismo, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de 

Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual, mediante Resolución 

N. ° 2260-2019/SPC-INDECOPI (2019), señala que:  

“La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del producto o 
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servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido puesto 

en el mercado”  

 

Sobre la base de la idea anteriormente desarrollada, puedo señalar que la 

idoneidad es un derecho que tiene el consumidor, a que el producto o servicio 

que se le ofrece cumpla con las expectativas que éste tendría, expectativas 

formadas en base a lo que ofreció el proveedor expresamente (garantía explícita) 

o de acuerdo a la naturaleza y fines previsibles del producto o servicio (garantía 

implícita). 

 

Por otro lado, respecto de la definición de la tarjeta de crédito y débito, la SBS 

mediante la Resolución S.B.S N° 6523-2013 en sus artículos 3 y 4 precisa que:  

 

“Artículo 3.- Tarjeta de crédito 

La tarjeta de crédito es un instrumento de pago que puede tener soporte físico 

o representación electrónica o digital y que está asociado a una (1) línea de 

crédito, otorgada por la empresa emisora. De acuerdo con lo establecido en 

el respectivo contrato, a través de la tarjeta de crédito, el titular (o usuario) 

puede realizar el pago por bienes, servicios u obligaciones, así como hacer 

uso de los servicios adicionales conforme a lo establecido en este 

reglamento”.  

 

“Artículo 4.- Tarjeta de débito 

La tarjeta de débito es un instrumento de pago que puede tener soporte físico 

o representación electrónica o digital, que permite realizar operaciones con 

cargo a depósitos previamente constituidos en la empresa emisora. A través 

de la tarjeta de débito el titular puede realizar el pago de bienes, servicios u 

obligaciones, efectuar el retiro de efectivo o realizar transferencias, a través 

de los canales puestos a disposición por la empresa emisora u otros servicios 

asociados, dentro de los límites y condiciones pactados.”  

 

Con relación a lo anteriormente señalado, se definirá el concepto de tarjeta de 

débito y crédito, encontrándose así varias definiciones de distintos autores: 

 

Así, respecto de la definición de tarjeta de débito, ESCOTO LEIVA (2007), señala 

que:  

“La tarjeta de débito es un plástico con banda magnética que permite utilizar 
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los fondos disponibles en una cuenta de ahorros para realizar comprar en 

puntos de ventas o retirar y depositar efectivo en cajeros humanos o cajeros 

automáticos. 

Esta es la forma más típica del “dinero plástico”, debido a que con esa tarjeta 

se pueden realizar transacciones comerciales o financieras, sirviendo como 

medio de pago. También sirve para retirar y depositar dinero mediante cajeros 

automáticos”. (Pág. 108). 

 

Asimismo, respecto de la definición de tarjeta de crédito, GUZMAN GALINDO 

(2008) señala que: 

“La tarjeta de crédito es un medio de pago bancario que se utiliza para adquirir 

servicios y/o bienes u obtener dinero en efectivo. La característica de este 

instrumento consiste en que el titular obtiene una línea de crédito de la entidad 

financiera, emisora de la tarjeta, que le permite fraccionar el pago del saldo 

deudor, por lo general en periodos mensuales, con cargo a un interés por el 

saldo y el pago de comisiones por el mantenimiento y uso de la tarjeta.” (Pág. 

322).  

 

Finalmente, respecto del deber de información, la Constitución Política del Perú, 

en su artículo 65 del capítulo dedicado al régimen económico del país, señala lo 

siguiente:  

 

“El Estado defiende el interés de los consumidores y usuarios. Para tal efecto 

garantiza el derecho a la información sobre los bienes y servicios que se 

encuentran a su disposición en el mercado, (…)” 

 

En su artículo 1.1. literal b) y 2 del Código se señala lo siguiente:  

“Artículo 1.- Derechos de los consumidores. - 

1.1 En los términos establecidos por el presente Código, los 

consumidores tienen los siguientes derechos:  

(…) 

b) Derecho a acceder a información oportuna, suficiente, veraz y fácilmente 

accesible, relevante para tomar una decisión o realizar una elección de 

consumo que se ajuste a sus intereses, así como para efectuar un uso o 

consumo adecuado de los productos o servicios. 

(…) 
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Artículo 2.- Información relevante. -  

1.1. El proveedor tiene la obligación de ofrecer al consumidor toda la 

información relevante para tomar una decisión o realizar una elección 

adecuada de consumo, así como para efectuar un uso o consumo adecuado 

de los productos o servicios.  

 

1.2. La información debe ser veraz, suficiente, de fácil comprensión, 

apropiada, oportuna y fácilmente accesible, debiendo ser brindada en 

idioma castellano. 

 

2.3. Sin perjuicio de las exigencias concretas de las normas sectoriales 

correspondientes, para analizar la información relevante se tiene en 

consideración a toda aquella sin la cual no se hubiera adoptado la decisión 

de consumo o se hubiera efectuado en términos substancialmente distintos. 

Para ello se debe examinar si la información omitida desnaturaliza las 

condiciones en que se realizó la oferta al consumidor. 

 

2.4. Al evaluarse la información, deben considerarse los problemas de 

confusión que generarían al consumidor el suministro de información 

excesiva o sumamente compleja, atendiendo a la naturaleza del producto 

adquirido o al servicio contratado”. 

 

Adicionalmente, SANZ SALGUERO (2018), respecto del deber de información 

señala lo siguiente:  

“(…), se estima que la veracidad (o el carácter real) de la información es 

insuficiente, si esta no posee un atributo de utilidad para el consumidor. (…), 

se exige que esta información sea comprensible, es decir, con un contenido 

intelectualmente accesible a un consumidor medio, sin que deba realizar un 

esfuerzo intelectual extraordinario o requiera la asistencia de terceros o 

procurarse otra información adicional, (…)” (Pág. 34) 

 

Teniendo las definiciones que versan sobre el deber de idoneidad, puedo señalar 

que, el Banco en efecto infringió el deber antes mencionado, dado que, obra 

como medio probatorio en el expediente, el reporte del 12 de agosto de 2019, en 

el cual el Banco señaló como persona asociada a la TARJETA SOLUCIÓN 

NEGOCIOS a la señora M.; cabe recalcar que dicho reporte fue emitido y 

entregado a la denunciante por personal del Banco, sin que se le precisara que 
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el nombre de señora M. obrada en el reporte porque ostentaba la condición de 

gerente del Centro tal como señaló el Banco en el procedimiento; resultando ser 

información contradictoria a las respuestas brindadas a los reclamos 

presentados por la denunciante relacionados a la deuda que se le imputó en su 

condición de fiadora del Centro. Razón por la cual, al verificarse el contenido del 

contrato fianza, la Sala revocó la resolución de la Comisión en la medida que se 

declaró infundada la denuncia, declarándose fundada la misma, quedando 

acreditada la infracción cometida por el Banco. 

 

2. ¿Actuó adecuadamente el Banco al haber atribuido la condición de fiadora 

del Centro a la denunciante, siendo que ante una obligación impaga que 

mantenía la mencionada empresa, se le debitó de su cuenta de ahorros 

indebidamente los importes de S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13, los días 24 de mayo 

y 24 de julio de 2019? 

 

Identificación: 

En el escrito de denuncia, la denunciante manifestó que el Banco habría debitado 

indebidamente importes con cargo a la cuenta de ahorros de su titularidad, 

respecto de una deuda con cargo a la Tarjeta de Crédito de titularidad de un 

tercero, en virtud de una carta fianza que no habría suscrito. 

 

Análisis: 

Para poder determinar si en efecto el Banco actuó adecuadamente, es preciso 

señalar algunos conceptos básicos:  

 

Respecto del término de Fianza, BARCHI VELAOCHAGA (2009), señala lo 

siguiente:  

“La fianza otorga al acreedor una mayor posibilidad de satisfacer el interés del 

acreedor, si bien, a través de un tercero, puesto que el fiador garantiza el 

mismo resultado establecido en la relación obligatoria originaria y pone a 

disposición del acreedor otro patrimonio, además que el deudor, como 

garantía genérica. El fiador se diferencia del tercero que garantiza una 

obligación ajena mediante el otorgamiento de una garantía real en que este 

no asume obligación alguna, sino que se limita a afectar un bien de su 

propiedad a la satisfacción de un crédito ajeno. 

(…) 

En la fianza existen, pues, dos relaciones obligatorias: (i) la relación 
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obligatoria entre el deudor y el acreedor (que es la “obligación garantizada”); 

y, (ii) la relación obligatoria entre el fiador y el acreedor (“obligación fideiusoria” 

o “relación de fianza”). El contenido de la “relación de fianza” corresponde al 

de la obligación garantizada”. (Pág. 35) 

  

A la vez, respecto del término Carta Fianza, encontramos dos definiciones 

fundamentales: 

 

FIGUEROA BUSTAMANTE (2000), señala que, mediante la carta fianza:  

“(…), el banco ofrece una garantía personal por el cumplimiento de la 

obligación de su cliente ante un tercero, facilitándose un instrumento de 

seguridad jurídica frente a algún acto comercial que desea realizar distinto al 

préstamo de dinero”. (Pág. 202) 

 

Por su parte, DANIEL PUÉMAPE (2013), manifiesta que: 

“(…), la carta fianza proviene del acuerdo de crédito suscrito entre la entidad 

financiera y su cliente, consistente en el acto o declaración unilateral del 

banco, por la cual garantiza a un tercero el pago de una suma de dinero ante 

un eventual incumplimiento de la obligación sumida por su cliente. Debemos 

reiterar que la entidad financiera emite la carta fianza a su cliente a cambio de 

una contraprestación, consistente en el pago de una comisión que será 

determinada por la entidad financiera atendiendo a diversos factores, (…). En 

ese sentido, la carta fianza es el resultado de una operación económica que 

incumbe exclusivamente al deudor – cliente y al agente – banco, siendo el 

acreedor ajeno de la relación jurídica entre el cliente y la entidad financiera”. 

(Pág. 520)  

La diferencia entre la fianza regulada en el Código Civil Peruano y la carta fianza 

es que, de acuerdo al artículo 1868 del referido Código, la fianza es un contrato 

celebrado entre fiador y acreedor en el que no interviene el deudor, en cambio, 

la carta fianza supone previamente una operación compleja que se llega a 

materializar en una promesa unilateral del garante quien es una entidad del 

Sistema Financiero y/o de Seguros autorizada a tal fin, a favor del acreedor. 

Cabe precisar que, las cartas fianzas son garantías independientes o autónomas 

a diferencia de la fianza que es un contrato accesorio respecto de la obligación 

que garantiza.  

He podido notar que, a lo largo del expediente, se utilizó el término carta fianza 

y fianza solidaria de forma indistinta, siendo lo correcto en este caso utilizar el 
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término fianza solidaria, dado que bajo dicho contrato se generó la obligación de 

pago de la denunciante.  

 

Al respecto, el Banco actuó adecuadamente al considerar como fiadora a la 

denunciante y a consecuencia de ello, al existir obligaciones por cumplir debitó 

de la cuenta de ahorros de la denunciante, a pesar que, ella manifestó ya no ser 

fiadora del Centro, dado que, los gerentes al quedar sin poder de representación 

en el año 2012, generaba que la fianza suscrita quede sin efecto; lo cierto es que 

se halla el reclamo del 14 de agosto de 2019 mediante el cual la denunciante 

reconoce su condición de fiadora, aunado que, el contrato de fianza suscrita por 

la misma denunciante como fiadora del Centro y el Banco, obligaba a esta 

personalmente frente al acreedor (el Banco), garantizando el cumplimiento de 

todas las obligaciones crediticias y de cualquier índole que el Centro tuviera 

contraída a la fecha de suscripción del contrato y/o que pudiera contraer en el 

futuro, es decir, no gozando del beneficio de excusión y no pudiendo desconocer 

el contenido del mencionado contrato, pues el mismo fue suscrito sin haberse 

presentado objeción alguna.  

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. ¿Ostentaba la denunciante de interés para obrar respecto de los reclamos y 

pedidos efectuados el 25 de julio, 10 y 27 de agosto de 2019, ante el Banco? 

 

Identificación: 

La denunciante en su escrito de denuncia manifiesta que el Banco: i) no habría 

atendido sus reclamos del 25 de julio, 10 y 27 de agosto de 2019 y (ii) no habría 

atendido el requerimiento de información de entrega de copias del contrato de 

fianza solidaria. 

 

Análisis: 

Para efectos de determinar si la denunciante ostentaba el interés para obrar 

posterior a la interposición de su denuncia, desarrollaré el concepto básico de la 

mencionada institución: 

 

Al respecto, MONROY GALVEZ (1994), manifiesta que: 

“Esta necesidad de acudir al órgano jurisdiccional, como único medio capaz 

de procesar y posteriormente declarar una decisión respecto del conflicto que 
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están viviendo, es lo que se conoce con el nombre de Interés para obrar. 

Esta condición de la acción, conocida también con el nombre de interés 

procesal, se caracteriza y se diferencia de la otra forma que toma el interés 

jurídico en el derecho material en que es abstracto, es decir, no tiene 

contenido jurídico, no se sustenta en la presencia o no de otro derecho 

material, no requiere de contenido patrimonial o moral, como podría ser el 

caso de los intereses expresados como consecuencia de la titularidad de un 

derecho material. 

(…) 

 

Una parte tendrá interés para obrar cuando su presencia en el proceso se 

entienda a partir de la imposibilidad jurídica de poder solucionar su conflicto 

de intereses de manera distinta a la petición ante el órgano jurisdiccional. Esa 

necesidad abstracta de tutela jurídica constituye el interés para obrar”. (Pág. 

119-129) 

 

Asimismo, AVENDAÑO VALDEZ (2010), señala que: 

“El interés para obrar es una institución procesal surgida con la finalidad de 

analizar “la utilidad” que el proceso puede proveer a la necesidad de tutela 

invocada por las partes, (…)” (Pág. 64-69) 

 

Por su parte, en la Resolución Ministerial N° 010-93-JUS, Texto Único Ordenado 

del Código Procesal Civil, en su numeral 2 del artículo 427°, señala que el juez 

declara improcedente la demanda cuando:  

“2.- El demandante que carezca manifiestamente de interés para obrar”  

Lo antes precisado se condice con el artículo 108° del Código el cual precisa que, 

pondrá fin al procedimiento administrativo la resolución de la Autoridad 

Administrativa que declare la improcedencia de la denuncia de parte, entre otros, 

cuando exista falta de legitimidad o de interés para obrar del denunciante.  

 

En ese orden de ideas, debo manifestar que respecto de la primera imputación, 

no se observa que en el reclamo del 25 de julio de 2019  y registrado el 26 de julio 

de 2019, se haya solicitado la entrega de contrato de fianza solidaria que suscribió 

a favor del Centro, no acreditándose lo alegado por la denunciante, ahora bien, 

respecto de los pedidos efectuados el 10 y 27 de agosto de 2019, la denunciante 

al momento de interponer su denuncia por dicha imputación, no ostentaba de 

interés para obrar, debido que, el periodo establecido para la atención de 
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requerimientos de información es de 30 días desde su presentación, de acuerdo  

a la Circular Nº G-184-2015, es decir, interpuso su denuncia en un plazo menor 

de 30 días calendario de poner en conocimiento la solicitud al proveedor, teniendo 

el Banco plazo de brindar atención a su requerimiento hasta el 9 de setiembre de 

2019, cabe precisar que no se otorga un plazo para la respuesta al requerimiento 

de fecha 27 de agosto de 2019, dado que resulta ser un reiterativo del presentado 

el 10 de agosto de dicho año, y finalmente, respecto del reclamo formulado el 27 

de agosto de 2019, de acuerdo a lo señalado por la SBS en la Circular N° G-184-

2015, modificada por las Resoluciones SBS 652-2016 y 3966-2018, se establece 

que los reclamos deberán ser absueltos en un plazo no mayor de 30 días 

calendario de haber sido presentados, estando pendiente que dicho plazo se 

concluyera al momento de la interposición de la denuncia.  

 

2. ¿Se puede exonerar del pago de los costos del procedimiento e imponérsele 

una amonestación a la denunciada al presentar su allanamiento al momento 

de la presentación de sus descargos? 

 

Identificación: 

En la presente denuncia, la denunciante manifestó que la entidad bancaria le 

brindó información contradictoria respecto a la fecha de la suscripción de la carta 

fianza solidaria en favor del Centro.  

 
Análisis: 

Previo a analizar la sanción con amonestación y exoneración del pago de los 

costos, es primordial conceptualizar la figura del allanamiento, en ese sentido: 

 

Según LEDESMA NARVÁEZ (2008): 

“(…), el allanamiento a la pretensión son expresiones autocompositivas 

unilaterales de voluntad. Constituye otro de los modos de poner fin al proceso 

con declaración de fondo.  

 

Se considera al allanamiento como un negocio jurídico procesal unilateral del 

demandado a través del cual este acepta el petitorio de la demanda dirigida 

contra él. Implica la existencia de un conflicto sin controversia, sin resistencia, 

que va a forzar un juzgamiento anticipado del proceso”. (Pág. 1104) 

 

A la vez, la Sala Especializada en Protección al Consumidor del Tribunal de 
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Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual, mediante Resolución 

2335-2018/SPC-INDECOPI (2018), señala lo siguiente: 

“(…), la Directiva 006-2017-DIR-COD-INDECOPI, vigente desde el 15 mayo 

de 2017, señala también que en los casos en los proveedores denunciados 

efectúen un allanamiento dentro del plazo para realizar sus descargos, se 

impondrá una amonestación y se le exonerará de los costos del 

procedimiento, de acuerdo con el siguiente tenor: 

 

4.7. De los alcances del allanamiento o reconocimiento de la infracción 

4.7.1. Para efectos de aplicar las figuras de allanamiento y reconocimiento 

previstas como circunstancias atenuantes en el artículo 112 del Código, los 

órganos resolutivos en materia de protección al consumidor deben tener en 

consideración lo siguiente: 

(…) 

b) El allanamiento o reconocimiento puede abarcar la totalidad de las 

pretensiones o algunas de ellas; en este último caso el procedimiento 

administrativo continúa respecto de aquellas pretensiones no comprendidas 

en dicha conclusión anticipada. 

e) Cuando el denunciado presente el allanamiento o reconocimiento, dentro 

del plazo para realizar sus descargos, se impondrá una amonestación; y, la 

exoneración de costos del procedimiento 

 

(…)  

Sobre el particular, el Código desarrolla dos (2) supuestos para la aplicación 

de la figura del allanamiento: (a) en el caso en que fuera efectuado por el 

proveedor en la presentación de sus descargos, se podría imponer una 

amonestación y se le exonerará de los costos del procedimiento; y, (b) en el 

caso que fuera realizado fuera de la presentación de sus descargos se 

impondrá una sanción pecuniaria”. (Fundamento 22 y 25) 

 

 Y, respecto de las costas, LEDESMA NARVÁEZ (2008), refiere que: 
"(…), las costas y costos son los gastos efectuados directamente en el 

proceso por una de las partes, para la persecución y defensa de su derecho, 

que le deben ser reembolsados por la otra, en virtud de un mandato judicial. 

Estos gastos nacen de la intervención de las partes en el proceso y el título 

en que se fundan es una sentencia judicial”. (Pág. 191) 
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 Por ello, una vez, plasmado las definiciones respectivas, debo señalar que, en 

efecto el Banco al momento de allanarse a la pretensión de la denuncia en la 

oportunidad de presentar sus descargos, se le exoneró del pago de costos y se le 

impuso una amonestación, dado que, habría aceptado la infracción alegada por la 

denunciante. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

• CUESTIONES MATERIALES: 

1. ¿El denunciado infringió el deber de idoneidad? 

Considero que sí, debido que, en el expediente obra como medio probatorio, 

el reporte de fecha 12 de agosto de 2019 emitido y entregado a la denunciante 

por personal del Banco, en el cual se visualiza que se señaló a la señora M. 

como asociada a la TARJETA SOLUCIÓN NEGOCIOS, sin brindarse 

fundamento que sustente la condición de gerente de la empresa, tal como 

señaló el Banco en sus descargos presentados en el presente procedimiento. 

En consecuencia, la información trasladada a la denunciante resulta ser 

contradictoria a las respuestas brindadas a la consumidora al momento que 

esta interpuso sus reclamos relacionados a la deuda que se le imputó en su 

condición de fiadora del Centro. Dado que, ésta siendo persona natural no se 

halla fundamento alguno que la señale como gerente del Centro, tal como lo 

señaló el Banco.  

 

2. ¿Actuó adecuadamente el Banco al haber atribuido la condición de 

fiadora del Centro a la denunciante, siendo que ante una obligación 

impaga que mantenía la mencionada empresa, se le debitó de su cuenta 

de ahorros indebidamente los importes de S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13, los 

días 24 de mayo y 24 de julio de 2019? 

Considero que sí, debido que, se halla el reclamo del 14 de agosto de 2019 

presentado por la denunciante mediante el cual reconoce su condición de 

fiadora, aunado que, el contrato de fianza suscrita por la misma denunciante 

como fiadora del Centro ante el Banco, obligaba a esta personalmente frente 

al acreedor (el Banco), garantizando el cumplimiento de todas las 
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obligaciones crediticias y de cualquier índole que el Centro tuviera contraída 

a la fecha de suscripción del contrato y/o que pudiera contraer en el futuro, es 

decir, no gozando del beneficio de excusión, no pudiendo desconocer el 

contenido del mencionado contrato, pues el mismo fue suscrito sin haberse 

presentado objeción alguna, a pesar que los gerentes quedaron sin poder de 

representación en el año 2012, dado que, no obra en autos que, se halla 

presentado documento respecto de la variación del fiador. 

 

• CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 
1. ¿Ostentaba la denunciante de interés para obrar respecto de los reclamos y 

pedidos efectuados el 25 de julio, 10 y 27 de agosto de 2019, ante el Banco? 

Considero que no. Respecto del reclamo del 25 de julio de 2019 y registrado 

el 26 de julio no se observa que la denunciante haya solicitado la entrega del 

contrato de fianza solidaria que suscribió garantizando al Centro. Ahora bien, 

respecto de los pedidos efectuados el 10 y 27 de agosto de 2019, el periodo 

para que el Banco brinde atención a dichos requerimientos es de 30 días,  

estando entonces en plazo para que la entidad bancaria pueda brindar 

respuesta a los mismos, es decir, hasta el 9 de setiembre de 2019, teniendo 

en cuenta que el requerimiento del 27 de agosto de 2019 resulta ser un 

reiterativo del presentado el 10 de agosto de dicho año por lo que no 

correspondería ser tratado como uno independiente, siendo un reclamo 

reiterativo se considera entonces que el reclamo fue previamente respondido 

por el Banco, y finalmente, respecto del reclamo formulado el 27 de agosto de 

2019, según lo señalado por la SBS, los reclamos deberán de ser absueltos 

en un plazo no mayor de 30 días de haberse presentado, estando pendiente 

que dicho plazo se concluyera al momento de la interposición de la denuncia.  

 

2. ¿Se puede exonerar del pago de los costos del procedimiento e 

imponérsele una amonestación a la denunciada al presentar su 

allanamiento al momento de la presentación de sus descargos? 

Considero que sí, dado que el Banco al haber presentado su escrito de 

allanamiento a la pretensión de la denuncia en la oportunidad de presentar 

sus descargos, tal como se señala en el literal e) del numeral 4.7 de la 

Directiva N°006-2017/DIR-COD-INDECOPI (a la fecha derogada por la 001-

2021-COD-INDECOPI), Directiva que regulaba los procedimientos en materia 

de protección al consumidor previstos en el Código de Protección y Defensa 
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del Consumidor, es una circunstancia atenuante especial, en donde se da por 

concluido el procedimiento, pudiéndose imponer una amonestación por la 

infracción cometida, es así como adicionalmente, se puede exonerar del pago 

de costos. 

 
B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS. 

 

• SOBRE LA RESOLUCIÓN FINAL N° 0704-2020/CC1 

 
Mediante Resolución Final N° 0704-2020/CC1 de fecha 10 de junio de 2020, la 

Comisión resolvió: (iv) declarar improcedente la denuncia respecto a la presunta falta 

de atención del requerimiento del contrato de fianza solidaria. Si bien la Comisión, 

declaró correctamente la improcedencia de este extremo en tanto la denunciante 

carecía de interés para obrar, dado que a la fecha de presentación de la denuncia 

aún no había vencido el plazo razonable para la atención del requerimiento, solo se 

realizó el análisis respecto a las solicitudes del 10 y 27 de agosto de 2019 y no se 

incluyó al del 25 de agosto del 2019; tomando en consideración que la denunciante 

a lo largo del procedimiento declaró que el primer pedido de contrato de fianza se 

efectuó el 25 de agosto de 2019. (v) declarar improcedente la denuncia respecto a la 

presunta falta de atención de los reclamos interpuestos el 10 y 27 de agosto de 2019. 

La Comisión acertó en la declaración de improcedencia por falta de interés para obrar 

respecto del reclamo de fecha 27 de agosto de 2019; sin embargo, erró en calificar 

el reclamo del 10 de agosto de 2019 de manera independiente, pues dicho reclamo 

tal como se evidencia en los medios probatorios resulta ser un reiterativo del reclamo 

de fecha 25 de julio de 2019 por lo que no correspondía ser analizarlo de manera 

independiente, en tanto se entendería que el mencionado reclamo ya fue atendido 

previamente: (i) declarar infundada la denuncia respecto al débito de los importes 

ascendentes a S/ 4 588,20 y S/ 5 407,13 con cargo a la cuenta de ahorros de la 

denunciante, señalando que, posterior a la verificación del contrato de fianza solidaria 

y otros medios probatorios presentados en el procedimiento, se probó que la misma 

mantenía la condición de fiadora solidaria en correspondencia a las deudas que 

mantenía Centro frente al Banco. Añadiendo que, mediante Hoja de Reclamación del 

14 de agosto de 2019, la denunciante reconoció ser fiadora solidaria de Centro. Sin 

embargo, se debe indicar que, la Comisión cometió un error al atribuir dicha 

imputación como una infracción a los artículos 18° y 19° del Código toda vez que, el 

tipo infractor, se relacionó a la presunta atribución de deuda a la denunciante por su 

condición de fiadora del Centro, debiéndose imputar como una presunta infracción al 

literal b), numeral 56.1 del artículo 56° del Código, estableciendo así el derecho a que 
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no se obligue al consumidor a asumir prestaciones que no ha pactado o a efectuar 

pagos por productos o servicios que no han sido requeridos previamente; ii)  declarar 

infundada la denuncia respecto a la presunta información contradictoria brindada a 

la denunciante sobre el titular de la Tarjeta de Crédito. Cabe mencionar, que la 

Comisión evaluó erróneamente los documentos obrantes en el expediente, debido 

que, no se consideró el documento del 12 de agosto de 2019 entregado por personal 

del Banco, en el cual se observa el nombre de la señora M. asociado a la TARJETA 

SOLUCIÓN NEGOCIOS, dicho medio probatorio se condice con lo manifestado por 

la denunciante, respecto a que en dicha fecha se acercó a oficinas del Banco en 

donde le informaron que la titular de la tarjeta era la señora M.,  sin embargo, en 

autos no obra medio probatorio que avale lo indicado por el Banco, es decir, que 

dicho nombre se encontraba en el documento debido a que la señora M. ostentaba 

la condición de gerente de la empresa; por tal motivo dicha información trasladada a 

la denunciante  fue contradictoria a las respuestas brindadas a la consumidora en 

sus diversas reclamaciones relacionadas a la deuda que se le imputó en su condición 

de fiadora del Centro; (iii)  declarar infundada la denuncia respecto a la presunta falta 

de respuesta del reclamo del 25 de julio de 2019 al no haberse acreditado la 

presentación del reclamo en dicha fecha. En este último extremo, la Comisión no 

consideró valorar como medio probatorio el reclamo materializado en la Hoja de 

Reclamación de fecha 26 de julio de 2019, el cual tuvo como fecha de presentación 

el 25 de julio de 2019, de acuerdo con el correo de respuesta de fecha 09 de agosto 

de 2019, por lo que, el reclamo fue presentado el 25 de julio de 2019, sin embargo 

fue registrado el 26 de julio de 2019, en tal sentido, los medios probatorios no fueron 

valorados adecuadamente por la Comisión, en tanto de tales medios probatorios se 

evidencia la presentación del reclamo, siendo contradictoria lo señalado por la 

Comisión, respecto a que no quedó acreditado la interposición del reclamo del 25 de 

agosto de 2019.  

 

• SOBRE LA RESOLUCIÓN N°2451-2020/SPC-INDECOPI 

 

Mediante Resolución N°2451-2020/SPC-INDECOPI de fecha 22 de diciembre de 

2020 que agota la vía administrativa, la Sala resolvió: (i) declarar la nulidad parcial 

de la resolución emitida por la Comisión en el extremo que tipificó como infracción al 

artículo 18 y 19 del Código la imputación respecto de los débitos indebidos, 

correspondiendo imputar y analizar la presunta infracción al literal b), del numeral 

56.1 del artículo 56° del Código, dado que el débito era un consecuencia de su 

condición de fiadora solidaria, respecto de lo cual me encuentro de acuerdo, pues la 
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denunciante desconocía haber suscrito el contrato de fianza solidaria que dio origen 

a los débitos realizados en sus cuentas (ii) declarar en vía de integración infundada 

la denuncia por la presunta infracción al artículo 56°.1 literal b) del Código, sobre lo 

cual manifiesto estar de acuerdo, dado que se acreditó que la denunciante se había 

constituido en fiadora solidaria del Centro, por lo que los débitos se habrían realizado 

de forma correcta. (iii) Confirmar la resolución de la Comisión sobre los extremos que 

declararon la improcedencia por falta de interés para obrar respecto a la presunta 

falta de atención de los requerimientos de entrega del contrato de fianza y la 

respuesta brindada al reclamo del 27 de agosto de 2019, sobre ello me encuentro de 

acuerdo, debido a que a la fecha de la presentación de la denuncia el Banco aún se 

encontraba en plazo para atender las mencionadas comunicaciones. (iv) confirmar, 

modificando los fundamentos fácticos, la resolución de la Comisión respecto a la 

presunta falta de atención en el plazo correspondiente del reclamo de fecha 25 de 

julio del 2019 reiterado el 10 de agosto de 2019, sobre este apartado también expreso 

mi conformidad, dado que se pudo evidenciar que el reclamo del 25 de julio de 2019 

fue atendido el 09 de agosto de 2019 y el reclamo del 10 de agosto de 2019 reiteraba 

lo solicitado el 25 de julio de 2019 por lo que no correspondía evaluarse como un 

reclamo independiente. (v) revocar la resolución de la Comisión en los extremos que 

declaró improcedente e infundada la denuncia y en consecuencia declaró: i) 

Infundada, respecto de la atención del requerimiento de información del 25 de julio 

de 2019, cabe precisar, que me encuentro de acuerdo con este extremo, debido a 

que no se acreditó que en dicha fecha la denunciante haya efectuado el pedido de 

entrega del contrato de fianza solidaria, y; ii) fundada respecto la información 

contradictoria brindada a la denunciante sobre la titularidad de la TARJETA 

SOLUCIÓN NEGOCIOS, sobre ello, debo manifestar que comparto los fundamentos 

resueltos por la misma, toda vez que, obra como medio probatorio en el expediente 

el reporte del 12 de agosto de 2019, mediante el cual se observa el nombre de la 

señora M. asociado a la TARJETA SOLUCIÓN NEGOCIOS que fue emitido y 

entregado a la denunciante por personal del Banco, sin fundamentarse que dicho 

nombre aparecía porque la mencionada señora ostentaba la condición de gerente 

del Centro, tal como señaló el Banco en el procedimiento, siendo entonces dicha 

información trasladada contradictoria a las respuestas brindadas a la usuaria al 

momento que esta interpuso sus reclamos relacionadas a la deuda que se le imputó 

en su condición de fiadora del Centro. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 



28 
 

• El allanarse es la aceptación de la imputación alegada en la denuncia y si esta es 

presentada en los descargos, se concluye el procedimiento declarando la 

responsabilidad, imponiendo una amonestación y exonerando el pago de los costos 

del procedimiento. Ello ocurrió en el presente expediente, sobre el extremo referido 

a que el Banco habría brindado información contradictoria a la denunciante sobre 

la fecha del contrato de fianza solidaria. 

• El interés para obrar es aquella institución procesal mediante la cual se analiza la 

utilidad que el proceso pueda proveer a la necesidad de tutela invocada por las 

partes, considerando ello, si una de las partes no ostenta de interés para obrar se 

pondrá fin al procedimiento administrativo declarando la improcedencia de la 

denuncia, de acuerdo con el artículo 108 del Código. Dicha falta de interés para 

obrar se evidenció en el presente expediente, dado que a la fecha de interposición 

de la denuncia el Banco aún se encontraba en plazo legal y razonable para atender 

los reclamos y requerimientos de información.   

• A pesar que, la denunciante manifestó no seguir siendo fiadora del Centro, al 

suscribir el contrato de fianza solidaria, continuaban vigente sus obligaciones como 

fiadora solidaria, no gozando del beneficio de excusión, es decir, quedando obligada 

a garantizar el pago de todas las obligaciones crediticias y de cualquier otra índole 

que el cliente (el Centro), tuviera contraídas a la fecha de suscripción del contrato 

y/o que pudiera contraer en el futuro, no pudiendo desconocer el contenido de dicho 

documento, debido que, fue suscrito sin haberse presentado objeción alguna, a 

pesar que la denunciante alegó ser fiadora de los gerentes y al quedar estos sin 

poder de representación en el año 2012, la fianza suscrita quedaba sin efecto, sin 

embargo, no se comprobó lo antes mencionado ni mucho menos se halla medio 

probatorio que dé cuenta de que la denunciante fue sustituida por otro fiador frente 

a las obligaciones contraídas por el Centro. 

• Si bien en el Código no se regula un plazo para atender los requerimientos de 

información a solicitudes del sistema financiero, de acuerdo a las consideraciones 

del Indecopi, en el caso de denuncias ante entidades del sistema financieros 

resultan ser aplicables también su normativa sectorial, por lo que en el presente 

caso correspondía aplicar la Circular G-184-2015, en el que se precisa que los 

requerimientos de información cuentan con un plazo legal de respuesta de 30 días 

calendario contados desde su presentación.  

• La Comisión no evaluó adecuadamente que la información traslada a la 

denunciante respecto a la titularidad de la TARJETA SOLUCIÓN NEGOCIOS 

infringía el deber de idoneidad por parte del Banco, dado que la información 

trasladada por el Banco a la denunciante, tanto en forma oral como mediante 
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documento del 12 de agosto de 2019, resultó ser contradictoria a las alegadas en 

las respuestas de los reclamos, en las que se precisaba que el titular de dicha tarjeta 

era el Centro.  

• La Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió adecuadamente las 

infracciones imputadas al administrado a diferencia de la Comisión de Protección al 

Consumidor, en tanto valoró todos los medios probatorios presentados por las 

partes, para emitir un pronunciamiento fundamentado.  
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VI. ANEXO 

 
1. RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA: RESOLUCIÓN N°2451-2020/SPC-

INDECOPI 




































































